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SEÑOR PRESIDENTE (Bernini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene a estudio el proyecto de ley "Acceso a la población a servicios 
financieros y promoción del uso de medios de pago electrónicos". 


Antes que nada quiero agradecer la presencia de los colegas, en virtud de que hubo 
un cambio en el calendario; se suspendió la sesión del miércoles pasado, y previa 
consulta a los señores Diputados que pudimos contactar, se decidió realizarla el día de 
hoy ya se nos aseguró que íbamos a contar con la presencia de la mayoría de los 
integrantes de la Comisión. 


SEÑOR ASTI.- En las últimas semanas la bancada del Frente Amplio en el proyecto 
de ley enviado por el Poder Ejecutivo, considerando los aportes recibidos en Comisión 
por parte de los distintos sectores interesados en el tema. Asimismo, se trabajó en 
conjunto con el Poder Ejecutivo, los representantes del Ministerio de Economía y 
Finanzas, y se realizó una serie de modificaciones, que están resumidas en el 
comparativo gracias a la eficiencia de la Secretaría. 


Entonces, en base a dicho material haremos las presentaciones correspondientes, y 
explicaremos los fundamentos de cada modificación, que mantienen los objetivos 
primarios del proyecto a fin de que sea más eficiente, y se salvaguarda de algunos de los 
posibles riesgos vislumbrados por los actores que concurrieron a la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me adhiero al reconocimiento realizado a la Secretaría de 
la Comisión, que a pesar de estar en el período de receso -aunque no nos demos cuenta- 
siempre está dispuesta a colaborar. Además, sabemos que contó con la colaboración de 
otra Secretaría, integrada por las señoras Castrillón y Muniz. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- También me sumo a las felicitaciones por el trabajo de la 
Comisión. 

La bancada del Frente Amplio presentó modificaciones a varios artículos de este 
proyecto de ley: algunas son de carácter conceptual y perfeccionan algunos de los 


institutos que se pretenden regular, y otras son de redacción para comprender mejor lo 
que se pretende regular. 


Entre las reflexiones de la bancada del Frente Amplio hubo una serie de puntos, que 
son los que concentran la mayoría de los cambios conceptuales, que tienen que ver con 
el orden de prelación, el intangible, las tasas de interés, cómo se regulan y construye, los 
plazos, quién decide sobre las nóminas, la necesidad de separar dicha cuenta de la 
posibilidad de otorgar créditos de nómina, y las tasas de interés. En el proyecto original 
solo podían otorgar crédito de nómina aquellas instituciones de intermediación financiera 
o emisoras de dinero electrónico que el trabajador elegía para cobrar. Hoy establecemos 
un mecanismo alternativo para que los sectores de la economía social puedan otorgar 
crédito de nómina a cualquier trabajador, aun si este no tuviera nómina en un emisor de 
dinero electrónico. 


Hay regulaciones con respecto a la educación financiera y a la información positiva 
con respecto al Clearing de Informes. Hay modificaciones en los plazos de puesta en 
funcionamiento del sistema en sí con respecto a las nóminas, en lo que se ha dado en 
llamar la venta cruzada -en términos de servicios financieros y servicios no financieros-, y 
en los parámetros que se toman en cuenta para el cálculo del interés implícito a partir de 
las cuotas sociales que pueden cobrarse. 


Conceptualmente, las reflexiones y modificaciones estuvieron en torno a estos ejes. 
No sé cómo entiende la Comisión que sería bueno proceder, pero entiendo que la 
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bancada del Frente Amplio podría hacer un recorrido por el articulado a efectos de 
explicitar los cambios y las razones que los motivaron. 


SEÑOR GANDINI.- Me gustaría saber cuál es el plan. La semana que viene habría 
una sesión extraordinaria, pero no sabemos para qué. ¿Empezaríamos a votar? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se me ha trasladado la intención de convocar a una sesión 
de la Comisión para el jueves 26 de diciembre con el objetivo de aprobar en general el 
proyecto, culminando la tarea del año. Nos tomaríamos todo el mes de enero para 
estudiar adecuadamente los artículos específicos, levantando el receso de la Comisión a 
principios de febrero. Yo propongo que sea el miércoles 5 de febrero para comenzar a 
discutir el articulado y avanzar en su votación durante ese mes. 


La complejidad del proyecto de ley amerita un estudio profundo. En todo caso, si 
discrepamos será por el fondo y no por la forma. A su vez, por los plazos que se manejan 
en el proyecto -ahora se incluyó una pequeña modificación porque se da un plazo más 
para la reglamentación-, es importante que la efectiva aplicación de esta futura ley no se 
dilate, sobre todo por los beneficios que trae aparejados. Por lo tanto, el cronograma 
sería levantar el receso en febrero, considerar el articulado y, si es posible, votarlo en una 
sesión plenaria durante ese mes. Esa es la intención. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- La bancada del Frente Amplio ha presentado modificaciones, 
y todos los actores que han pasado por esta Comisión han indicado compartir el objetivo 
de inclusión financiera. Por esos motivos para nuestra bancada era trascendente 
presentar antes de fin de años estas modificaciones y los aportes surgidos en este 
ámbito. Es nuestro interés político que la próxima semana la Comisión de Hacienda vote 
en general esta iniciativa -para nosotros es de interés que haya una señal política de 
respaldo a esta futura ley de inclusión financiera-, y que en el transcurso de enero nos 
permita ingresar más cómodamente a la discusión particular con las modificaciones que 
hemos realizado y las propuestas que puedan surgir de las distintas bancadas de la 
oposición. 

A todos nos consta que hay un elemento importante: el proyecto de ley incluye 
beneficios para la gente con la efectiva reducción de dos o cuatro puntos de IVA, según la 
hipótesis que se esté llevando adelante. Nos parece que eso tiene un problema de 
estructuración operativa que determina que se deba otorgar noventa días contados a 
partir de promulgada la ley. Ese plazo no es antojadizo, sino que permitirá masificar el 
sistema y estructurar las operativas que hagan posible la reducción del IVA. Esto nos 
parece importante y es un elemento que nos lleva a dar celeridad en los plazos, que no 
quiere decir que sea contraria a la profundidad en el análisis y en el trabajo. Esa ha sido 
la hoja de ruta que se está proponiendo esta bancada. 


SEÑOR ASTI.- Quiero hacer una precisión con respecto a la entrada en vigencia 
que, en realidad, no es a los noventa días, sino al primer día del mes siguiente de 
cumplidos los noventa días. 


Por lo tanto, importa cuándo se apruebe este proyecto en las dos Cámaras. Si fuera 
en febrero, empezaría a regir en junio. Aunque sea un día de diferencia, puede significar 
un mes de postergación de la entrada en vigencia de las normas tributarias. 


SEÑOR GANDINI.- Se propone un método de trabajo que nos parece correcto: 
esperar hasta la semana que viene para votar en general. Nosotros lo discutiremos 
internamente, veremos las propuestas y analizaremos si cambian los aspectos medulares 
que fueron observados en sesiones anteriores. 
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Supongo que la aspiración de la bancada de Gobierno es que iniciado el Período 
parlamentario haya una definición de la Comisión, es decir, que durante el mes de febrero 
se apruebe este u otro texto para que pase a la Cámara. 


En primer lugar, propongo que este trabajo comparativo -que incluye las 
modificaciones- sea enviado a las delegaciones que comparecieron a la Comisión -tanto 
a las oficiales como las no gubernamentales- para que conozcan en qué etapa estamos y 
en todo caso, puedan hacer sus observaciones por la vía que sea. Creo que corresponde 
mantenerlos informados en forma oficial; probablemente lo haríamos de otro modo, pero 
me parece que lo mejor es que la Comisión lo comunique formalmente. 


Por otro lado, y más allá del articulado, quisiera recibir una presentación de los 
aspectos centrales que hacen al debate, que tienen que ver con la prelación, el crédito de 
nómina, la tasa de interés y la cuota social, incluida, o no, dentro de la tasa de interés. 
Creo que estos eran aspectos fundamentales que afectaban a algunos sectores. Por lo 
tanto, quisiéramos saber cómo se ha modificado y cuales han sido los cambios. 


SEÑOR POSADA.- En el mismo sentido que el señor Diputado Gandini, solicito que 
este comparativo se envíe a las distintas delegaciones que concurrieron a la Comisión, 
pues me parece que es muy importante recoger sus opiniones. 


Es claro que la propuesta tiene pequeños cambios, y otros que son importantes. 
Entonces, diría que nos concentráramos en la presentación de los cambios que son 
importantes; observo que hay agregados. Con respecto a los artículos en los que se 
eliminaron párrafos, sería bueno que es explicara cuál es el fundamento de cada una de 
las propuestas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como Comisión vamos a remitir el trabajo a los distintos 
actores que han pasado por aquí; ya lo estamos haciendo de manera informal, pero 
corresponde que lo hagamos formalmente. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Creo que podemos ir pasando por los artículos sin comentar 
las modificaciones menores, abordando los temas centrales, como planteaba el señor 
Diputado Gandini, que me parece que son los que estaban en debate por la mayoría de 
los actores que pasaron por la Comisión. 


El artículo 22 no genera un cambio importante, pero hay una modificación en los 
literales d) y e). Allí se elimina que no constituyen depósito; estamos planteando una 
definición con respecto al dinero electrónico, que claramente tiene que ver con el control y 
la supervisión del Banco Central. Si se trata de depósitos, actúa una seria de institutos 
diferentes; en este caso estamos hablando de medios de pago y no de depósitos. 


En el artículo 4* "Instituciones Emisoras de Dinero Electrónico" hay modificaciones 
respecto a cómo controlar a las instituciones emisoras de dinero electrónico, y se agrega 
que el Banco Central del Uruguay podrá autorizar a las instituciones emisoras de dinero 
electrónico a mantener un porcentaje de los fondos. Como las instituciones emisoras de 
dinero electrónico no pueden hacer intermediación financiera con estos fondos -no 
podrán "fondearse"- porque son de afectación particular, en primera instancia estamos 
posibilitando a que el Banco Central autorice que un porcentaje del fondo se mantenga 
como liquidez, para cubrir las necesidades de caja, en el caso de que una persona se 
presente a retirar su dinero. 


Entonces, parte de estos fondos no tendrían que estar todos depositados en una 
cuenta, sino que por medio del Banco Central se podría contar con la habilitación para 
que una institución emisora de dinero electrónico pudiera tener parte de ese fondo como 
liquidez para las prestaciones de los servicios referidos.Luego se agrega un último inciso 
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referido, básicamente, al marco regulatorio de control y sancionatorio en caso de 
incumplimiento de parte de las instituciones emisoras de dinero electrónico, y el marco 
normativo que le aplicaría a estas instituciones. 


SEÑOR ASTI.- Retomando algunas de las objeciones que realizó el Presidente del 
Banco de la República -si no recuerdo mal-, se habilita al Banco Central a utilizar otros 
medios ante la eventualidad de que las instituciones emisoras de dinero electrónico no 
pudieran realizar los depósitos en las instituciones de intermediación financiera por un 
problema de competencia. 


También hay un agregado en este artículo 4%. Retomando algunas de las objeciones 
que hizo -si no me equivoco- el Presidente del Banco de la República en cuanto a la 
posibilidad de que hubiera alguna traba para que las instituciones emisoras de dinero 
electrónico pudieran realizar los depósitos en las instituciones de intermediación 
financiera por un problema de competencia, se habilita a que el Banco Central disponga 
otros medios a tales efectos. O sea que si hubiera una restricción corporativa por parte de 
las instituciones de intermediación financiera a los efectos de recibir estas cuentas, el 
Banco Central podría habilitar otros medios, como que fueran depositadas en el propio 
Banco. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- La observación a que hizo referencia el señor Diputado Asti 
fue realizada por el economista Julio de Brun. 


En el artículo 5% se habla del objeto de las instituciones emisoras de dinero 
electrónico. En nuestra propuesta, a la imposibilidad de que realicen actividades de 
intermediación financiera, agregamos las de captar depósitos y otorgar créditos. 


Este fue un artículo bastante discutido y observado principalmente por las 
cooperativas y por ANDA. Ellos declaraban su intención de transformarse en instituciones 
emisoras de dinero electrónico, pero por el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo 
se les exigía que constituyeran una personería jurídica nueva, lo que les acarrearía una 
serie de dificultades. La bancada del Frente Amplio entendió que a partir de 
modificaciones en los artículos 5%, 6% y 28 -sobre el crédito de nómina, que iremos 
explicando- se podían levantar algunas de las observaciones que se planteaban. Según 
la propuesta que presentamos, igualmente tendrán que constituir una personería jurídica 
nueva en caso de querer ser instituciones emisoras de dinero electrónico. Conversamos 
con el Banco Central sobre la posibilidad de que estas instituciones pudieran ser 
sometidas a un control bastante fuerte del Banco Central, sin tener que constituir una 
nueva personería jurídica, pero ello les acarreaba una serie de problemas operativos para 
su funcionamiento normal. Por lo tanto, se prefirió que hubiera otra empresa. Por ejemplo, 
si una cooperativa o ANDA deciden ser emisores de dinero electrónico, deberán constituir 
una nueva personería jurídica que será controlada por el Banco Central al igual que su 
operativa, aunque no el resto de la institución. 


Esto tiene que ver con la discusión acerca de quién puede otorgar créditos de 
nómina. El proyecto original establece que si un trabajador decide tener su nómina en un 
banco o en un emisor de dinero electrónico, es esa institución la única que le puede 
ofrecer el crédito de nómina; por tanto, habría una competencia por captación de nómina, 
al ser esta la que permitiría luego ofrecer el crédito de nómina. Es así que hemos 
introducido modificaciones en el artículo 28 del proyecto de ley enviado por el Poder 
Ejecutivo -que pasó a ser 30 en la propuesta del Frente Amplio- y habilitamos la 
posibilidad de que las cooperativas y ANDA puedan otorgar crédito de nómina a cualquier 
trabajador, independientemente de dónde esté su nómina. Esto quiere decir que un 
cooperativista, por ejemplo, podrá decidir cobrar su salario en el Citibank o en el Banco 
de la República, pero su cooperativa igualmente le puede dar el crédito de nómina. Esto 
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brinda a las cooperativas y a ANDA la posibilidad de ofertar crédito de nómina al ciento 
por ciento de las nóminas y hace que convertirse en emisores de dinero electrónico sea 
parte de una estrategia de querer incursionar en ese negocio, al dejar de ser el único 
camino para poder otorgar el crédito de nómina. 


En el artículo 6* se elimina el último inciso de la propuesta del Poder Ejecutivo, que 
dice: "Asimismo, en el marco de lo previsto en el inciso anterior, podrán celebrar acuerdos 
con las instituciones autorizadas a otorgar créditos con derecho de fuente legal a 
descuento sobre nómina, a las que refiere [...]". Este artículo consagra, por ejemplo, que 
una red de pagos pueda transformarse en un emisor de dinero electrónico, es decir, tener 
nóminas y pagar salarios; lo que estamos diciendo es que solo podrán ser otorgados 
créditos de nómina a aquellos trabajadores que cobren por la red de pagos y las únicas 
instituciones que les pueden otorgar crédito de nómina serán las cooperativas y ANDA, y 
no un banco. Lo que consagraba el inciso segundo que eliminamos era que eso sería por 
medio de un convenio. Una de las discusiones que tuvimos fue que establecer legalmente 
que se hiciera por medio de un convenio podía significar que la red de pagos estableciera 
un convenio con una única institución y dejara afuera al resto de las instituciones de la 
economía social a los efectos de poder ofrecer nómina a los trabajadores que cobraran 
por allí. Por eso, estamos eliminando la obligatoriedad del convenio entre instituciones a 
efectos de permitir, por ejemplo, que un cooperativista pueda decidir cobrar por la red de 
pagos y sacar su crédito de nómina en su cooperativa, y que la decisión sea suya y no 
del emisor de dinero electrónico ni de otra institución. Reitero: lo que estaba consagrado 
en el inciso que eliminamos habilitaba la posibilidad de que por la vía del convenio 
quedaran excluidas otras instituciones que podrían ofertar nómina o ser de interés de la 
persona. 


En el artículo 7* se agrega un último inciso que dice: "En caso que se disponga la 
suspensión de actividades o la revocación de la habilitación o de la autorización a 
funcionar, en el marco de las potestades sancionatorias previstas en el artículo 4* de la 
presente ley, también corresponderá la entrega sin dilación de los fondos a sus titulares, 
de acuerdo a los procedimientos que establezca el Banco Central del Uruguay". Esto 
apunta a proteger las remuneraciones -tanto sea del trabajo como de pensiones y 
honorarios- que tengan las personas en instituciones emisoras de dinero electrónico en el 
caso de que sea suspendida su actividad por infracción, dolo, etcétera, preservando los 
fondos y estableciendo cuál será el procedimiento para devolverlos a aquellos 
trabajadores que hayan decidido cobrar en esas instituciones, aun cuando sean 
suspendidas, sancionadas o revocada su autorización para actuar en el marco de las 
competencias del Banco Central del Uruguay. 


En el artículo 8% solo se introducen cambios de redacción y se agrega un nuevo 
artículo, que pasa a ser el 9*. 


SEÑOR ASTI.- Estos tres artículos se refieren, tal como dice su nomen iuris, a la 
protección de salarios y pasividades que se cobren por estos medios, teniendo en cuenta 
una ley del año 2007, precisamente, sobre protección del pago de remuneraciones y 
pasividades realizados a través de instituciones de intermediación financiera. En el 
artículo 7? se mantiene la redacción original y se agrega el inciso que leyó el señor 
Diputado Sánchez; en el artículo 8% simplemente se abrevia la redacción diciendo que se 
aplica a este sistema de pagos lo que ya preveía la ley del 15 de junio de 2007, que tenía 
ese nombre; y se agrega un artículo 9*%, que establece que es la Corporación de 
Protección de Ahorro Bancario -que en aquel momento no existía- la que ahora debe 
hacerse cargo, en caso de liquidación de empresas de intermediación financiera 
controladas por el Banco Central, de la devolución inmediata del dinero. Entonces, queda 
claro que este tipo de operaciones están incluidas dentro de las atribuciones que tiene la 
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Corporación de Protección del Ahorro Bancario, a partir de la ley que la creó y que tenía 
los poderes jurídicos establecidos ya en 2008, a posteriori de la ley de 2007. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- En el Capítulo |, "Remuneraciones y otras partidas de dinero", 
hay cambios trascendentes. 


El artículo 10 establece el cronograma de incorporación y propone comenzar antes 
de treinta días, contados a partir de la fecha en que el Banco Central del Uruguay 
reglamente la actividad de las instituciones emisoras de dinero electrónico, y tendrá una 
duración de hasta seis meses. Eso se mantiene. 


Hoy los bancos ya tienen nómina; ya pagan salarios y tienen estructurado todo su 
"know how" para llevar adelante las modificaciones que plantea el proyecto de ley, pero 
puede haber instituciones que decidan ser emisoras de dinero electrónico. Esto implicaría 
crear una personería jurídica, que sea reglamentada por el Banco Central, a fin de 
establecer el marco de control a aplicar. Lo que planteamos es generar un plazo de 
treinta días a partir de que el Banco Central del Uruguay reglamente la actividad de las 
instituciones emisoras, a efectos de que pueda comenzar a pagarse por nómina los 
salarios y que los bancos y las instituciones de emisoras de dinero electrónico estén 
prontos para competir con igualdad, es decir, que la punta de salida sea lo más pareja 
posible, más allá de las diferencias de tamaño de las instituciones, para que, una vez que 
esté establecido que se tiene que pagar nómina, si un trabajador decide cobrar su salario 
por un emisor de dinero electrónico, se esté en condiciones de llevar adelante esa 
actividad. 


La otra modificación también refiere a un tema de debate fuerte, en el sentido de 
quién decide, en primera instancia, dónde radicar las nóminas de los trabajadores. El 
proyecto consagraba que, en primera instancia, era el empleador y, luego, en el 
momento, en que el trabajador lo entendiera y después de los seis meses, podía trasladar 
su nómina donde fuera de su interés. Lo que estamos modificando es que la decisión 
primaria sea del trabajador. En caso de que no tome la decisión, el empleador lo hará. 
Por supuesto que siempre será libertad del trabajador elegir dónde estará su nómina sin 
impedimentos, y tendrán la libertad de decidir dónde cobrar su salario. Básicamente, esas 
son las modificaciones. 


SEÑOR ABDALA.- Sobre el primer aspecto, es decir el establecimiento de los 
plazos, a los efectos de la vigencia del cronograma, se establecen treinta días a partir de 
la reglamentación del Banco Central y, desde ese momento y dentro del plazo de seis 
meses, voluntariamente las empresas podrán indicar el momento en el que pasan a 
integrarse al sistema. Pero la pregunta es: ¿el Banco Central tiene un plazo, a los efectos 
de realizar esa reglamentación o esto se resuelve por la vía de los plazos que la ley prevé 
para su reglamentación con carácter general? Digo esto a los efectos de saber cuál es el 
punto de partida, cuál es el momento de inicio del cronograma. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Es atinente la pregunta del señor Diputado. 


Pensamos en establecer treinta días, por las conversaciones que hemos tenido con 
el Banco Central. Incluso, su Presidente dijo que era sencillo y rápido establecer la 
reglamentación. En realidad, la preocupación de la bancada fue más en el sentido de 
que, una vez que exista dicha reglamentación, todas las instituciones que decidan ser 
emisoras de dinero electrónico estén en condiciones de hacerlo. No regulamos el plazo 
que tendrá el Banco Central para generar la reglamentación, porque confiamos en lo 
dicho por sus autoridades, en cuanto a que es bastante reducido, pero que lo harían 
rápidamente. De todas maneras, si es de interés, se haría una consulta nuevamente con 
el Banco Central al respecto. 
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Lo que está planteado es que el empleador no será quien decida dónde va la 
nómina, sino que, después de los treinta días y a contar luego de que el Banco Central 
reglamente, lo hará el trabajador. En caso de que no lo haga, la decisión será del 
empleador. Originalmente era al revés. 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera corroborar algo. 


El segundo aspecto quedó claro, es decir quién toma la decisión y de qué manera y 
que, en todo caso, el silencio del trabajador puede dar lugar a una decisión de la empresa 
dentro de los plazos previstos en el numeral 1), pero entonces también queda claro que, 
en principio, el Banco Central no estará obligado a reglamentar dentro de determinado 
plazo. Estará obligado a reglamentar, pero será la realidad la que indique en qué 
momento. Por lo tanto, se disparan los plazos previstos, a los efectos del cumplimiento 
del cronograma. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Ese es un aspecto no regulado. No está consagrado en el 
proyecto de ley un mandato expreso en cuanto al plazo en que debe reglamentar el 
Banco Central. 


En el resto de los artículos se hicieron modificaciones en el mismo sentido en cuanto 
a la adecuación de los plazos y el cronograma de incorporación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se observa por parte del señor Diputado Posada que en el 
artículo 18 hay varias modificaciones, que tal vez habría que comentar. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Las modificaciones del artículo 18 son bastante similares. La 
única diferencia es que se habla del cronograma de incorporación para los beneficios y 
prestaciones sociales, de lo cual estábamos discutiendo en el artículo 10. Es decir que lo 
que estamos haciendo en el artículo 18 es establecer las incorporaciones en el sentido de 
que el Banco Central debe reglamentar y comienza a funcionar a los treinta días. Lo 
estamos consagrando también en este caso, no ya para el tema salarios y jubilaciones, 
sino para los beneficios sociales, que es a lo que refiere el artículo 18. A su vez, 
eliminamos el párrafo que decía: "Durante la vigencia del cronograma de incorporación, 
los institutos de seguridad social y las compañías de seguros podrán seleccionar la 
institución a través de la cual harán efectivos los pagos". Precisamente, esto va en 
consonancia con lo que consagrábamos en el sentido de que no sea el empleado, en 
este caso los institutos de seguridad social, los que definan dónde pagarían este tipo de 
beneficios, sino los beneficiarios. En caso de que no fuera así, lo harían estas 
instituciones pagadoras. 


Eliminamos también la primera parte del anteúltimo inciso que decía: "A partir de la 
finalización del mencionado período de incorporación, el beneficiario que solicite un 
beneficio social, subsidio o prestación que no se deriven de la relación laboral, deberán 
especificar la institución elegida a efectos de cobro". Lo que proponemos es el mismo 
procedimiento tanto para el caso de salarios y pasividades como para el de beneficios 
sociales. Y lo consagramos en el mismo sentido que las modificaciones del artículo 10. 


Esas son las modificaciones propuestas en el artículo 18. 


Con respecto al artículo 20, que refiere a la inembargabilidad de los salarios, cabe 
decir que hubo un fuerte debate, con diferentes propuestas, acerca de cómo consagrar 
esta situación a partir de que habrá una cuenta nómina donde estará radicado el salario o 
la pasividad. Podría existir la hipótesis de que ingresara otro tipo de fondos o consagrar 
que a la cuenta nómina solo pudieran ingresar salarios o pasividades y que lo 
inembargable fuera, precisamente, la cuenta y no los montos a efectos de resolver 
algunos problemas de carácter operativo. 
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En este caso concreto del artículo 20, estamos extendiendo la inembargabilidad de 
los depósitos de salarios y jubilaciones -que son inembargables por treinta días- a ciento 
ochenta días. Esto se refiere a algo importante: estamos obligando a que un trabajador o 
jubilado cobre su jubilación o salario por medio de una cuenta y la idea es que, además, 
haga uso de esa cuenta, por lo que no deberá retirar el dinero y guardarlo en su colchón 
para ir juntando la plata que pueda necesitar durante uno o dos meses para pagar el 
seguro del auto, la patente o lo que sea. Entonces, si definiéramos que después de los 
treinta días esos montos pueden ser embargables, le estaríamos ocasionando un 
problema. Por lo tanto, planteamos un plazo de ciento ochenta días. Nos parece que, en 
ese sentido, queda claramente consagrada la inembargabilidad del salario y, de alguna 
manera, permitimos al trabajador que, en esta cuenta nómina, genere el ahorro suficiente 
para pagar esas cosas que son cotidianas, con los restos de su salario que no utilizó en 
gastos de consumo. No estamos hablando del ahorro en términos de largo plazo, porque 
eso implicaría otra cosa. No queremos que si ahorro en ladrillos, me pueden embargar, 
pero si ahorro en una cuenta bancaria, no. Entonces, lo que estamos diciendo es que el 
plazo de ciento ochenta días permite al trabajador tener, más que un ahorro, la 
posibilidad del traslado de dinero de un mes a otro para el pago de gastos que se van 
generando a lo largo del tiempo. Eso le permitirá ir juntando dinero para el pago de 
cuentas que pueden ser abultadas, como la patente del vehículo, que paga en forma 
anual. Entonces, junta durante los seis meses anteriores para pagar la patente u otras 
cuestiones similares. 


SEÑOR POSADA.- Advierto que para mí, esto sigue siendo absolutamente 
incontrolable. Acá está planteada una expresión de buena voluntad; una suerte de FIFO, 
pero termina siendo incontrolable. 


SEÑOR ASTI.- Como decía el Diputado Sánchez, obviamente, este tema mereció 
mucha discusión. 


Hemos llegado a la conclusión de que la reglamentación establecerá que todo 
ingreso en las partidas acreditadas, en función de lo que disponen los Capítulos l, II! y IV 
de esta norma, o sea, los salarios, pasividades, honorarios y beneficios sociales, van a 
tener un código de identificación en la cuenta y serán esos importes los que van a tener 
ciento ochenta días corridos a contar desde la fecha en que se realizó la acreditación 
para considerarse si son o no embargables. 


Lo que es sustancial en este artículo es la posibilidad de que en esa cuenta existan 
otras partidas que pueda tener el trabajador. Puede tratarse de un salario, una pasividad, 
un alquiler. En ese caso, se elimina lo que fue propuesto por el Senado y recientemente 
aprobado en ambas Cámaras, en el sentido de que se había interpretado que eran 
inembargables las cuentas que solamente tuvieran acreditación de salarios y pasividades. 
Esto complicaba el funcionamiento del sistema. Entonces, lo que decimos es que son 
inembargables aquellas acreditaciones que se hayan realizado en función de las 
disposiciones de esta norma, que estarán debidamente identificadas con un código. 


SEÑOR POSADA.- Reconozco que el problema se origina a partir de lo que fue 
aprobado con respecto al Código General del Proceso, pero acá se generan ciertas cosas 
y simplemente hago la reflexión en voz alta porque me parece que esto es algo que 
vamos a tener que considerar nuevamente. 


Si el trabajador puede retirar el dinero que está en la cuenta y tenerlo en su casa, 
entonces, no hay posibilidad de ejercer el embargo. Por tanto, no es cuestión de 
establecer plazos. Creo que la cuenta destinada al salario debería ser inembargable en 
cualquier caso, porque siempre está la posibilidad del retiro del dinero, pero no para 
colocarlo en otra cuenta sino para dejarlo en su casa y ahí es inembargable. Me parece 
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que es notorio que las modificaciones deben hacerse en otro lado. Las modificaciones 
deben introducirse en el Código General del Proceso, con respecto a las decisiones que 
se tomaron allí. 


SEÑOR GANDINI.- Entiendo el fin de este artículo y me parece compartible; mejora 
la redacción anterior. 


Simplemente, quiero manifestar mi duda respecto a que tanto este artículo como el 
que consideramos anteriormente en cuanto a que es el trabajador el que puede elegir, 
etcétera, generan costos administrativos importantes para el que tiene el depósito del 
salario; imaginemos un banco. Me parece que todas esas cosas requieren una atención 
particular de cada una de las cuentas, lo que va a generar un costo financiero agregado 
al que ya estaba y, por ejemplo, el Banco República había manifestado una observación. 
Entonces, esto genera un costo mayor y, al final, los bancos trasladan los costos por 
algún lado. 


Esa era mi preocupación. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Es cierto que esto puede ocasionar algún costo, pero sin lugar 
a dudas también tiene que ver con la responsabilidad que van a tener las instituciones 
financieras en el proceso que estamos consagrando en un mercado financiero, que es 
bastante reducido ya que más del 50% de los trabajadores hoy no cobran por medio de 
una cuenta bancaria, por lo que estamos generando una serie de oportunidades de 
negocio y entendemos que también los costos deben ser distribuidos de manera 
igualitaria. De cualquier manera, eso es parte del debate del proyecto. 


En lo que refiere a los plazos, este tema está enmarcado en un debate de carácter 
conceptual fuerte, que tiene que ver con la consagración de la inembargabilidad del 
salario. ¿A qué nos referimos cuando decimos que el salario es inembargable? 
Precisamente, a proteger a la familia trabajadora en el sentido de que al cabo de sus 
treinta días de labor pueda cobrar el salario por sus horas de trabajo, pero la 
inembargabilidad no puede abarcar al ahorro. Entonces, acá nos enfrentamos a una 
discusión de este carácter. El Gerente de un banco debe encontrarse, seguramente, 
entre los deciles más altos de ingreso de nuestro país y, por tanto, es de esperar que en 
su cuenta nómina no destine todo su salario al consumo, por lo que una parte importante 
será ahorro. Si consagramos inembargable la cuenta donde de manera infinita va a estar 
ingresando su salario, ¿cuál es la diferencia entre el ahorro generado en esa cuenta y el 
ahorro generado por otras razones -alquileres de propiedad o lo que sea-, que luego se 
deposita en una caja de ahorro o se invierte en un auto o una casa, que podrá ser 
embargable? El auto que tengo, forma parte del ahorro de mi salario pero será 
embargado porque se transformó de dinero en un bien. Por tanto, estamos en esa 
hipótesis de discusión, pero la gran mayoría de los trabajadores que van a ingresar -que 
son de los deciles más bajos-, seguramente destinen un altísimo porcentaje o el ciento 
por ciento de su salario al consumo. 


En definitiva, una medida de inembargabilidad hasta el infinito lo que estaría 
consagrando, para quienes se hallan entre los deciles más altos de ingreso, es la 
oportunidad de generar ahorros inembargables "in eternum". Entonces, tomamos la 
opción del plazo para tratar de indicar cuándo estamos hablando de ingresos salariales y 
cuándo hablamos de ahorro consagrado. 


En cuanto a la hipótesis de guardar la plata debajo del colchón, puede ser 
inembargable "in eternum" pero, si entran a mi casa, me pueden llevar la plata de todas 
formas; en ese caso, operaría otro tipo de casuística. No quiero ingresar en un debate, 
pero la opción que tomamos es aplicar un corte muy superior a los treinta días 
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establecidos de manera legal para embargar las cuentas de los salarios y extender el 
plazo a sesenta días. Ahora no planteamos que eso vaya a ciento ochenta días; 
reconocemos el debate de carácter conceptual acerca de cuánto debe ser inembargable 
el salario de los trabajadores en términos de plazo y montos. 


SEÑOR POSADA.- Estas cuentas no generan interés; por lo tanto, nadie va a 
ahorrar en ellas. Si tomamos como referencia el caso del gerente bancario y de los 
deciles superiores de ingresos, nadie va a dejar un dinero en una cuenta que se irá 
devaluando por su pérdida de capacidad de compra. 


Debemos tener en cuenta lo que conceptualmente importa y, sobre todo, tratar de 
disminuir los costos de administración. Lo que señalaba el señor Diputado Gandini es lo 
que está detrás de todo esto. Los costos de administración -así como está planteado 
esto- van a variar. Identificar partidas de más de ciento ochenta días va a ser muy difícil. 


Admitamos que no es un tema que vamos a solucionar ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido ir cerrando este punto porque el debate sobre el 
articulado lo vamos a hacer en febrero de 2014. 


SEÑOR ASTI.- Estoy de acuerdo con no discutir este punto porque hay que tener 
tiempo para analizar todo el articulado. 


Si hablamos de los costos de administración, el hecho de obligar a abrir más de una 
cuenta para manejar estos temas también implica costos administrativos que, 
seguramente, sean cargados a los usuarios. No olvidemos que el objetivo básico es la 
universalización de derechos, y esta es una forma de proteger al usuario y no solo a la 
institución financiera. Actualmente, con los mecanismos de movimientos electrónicos, con 
un simple código cualquiera puede saber qué movimientos hizo en su cuenta. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Corresponde analizar el artículo 24 actual, que corresponde al 
23 del proyecto del Poder Ejecutivo. 


Agregamos un inciso referido a la posibilidad de que existan agentes económicos 
que decidan captar solo las nóminas de los salarios altos y descartar las de los salarios 
más bajos por una cuestión de interés económico. Este artículo habla de la no 
discriminación y gratuidad y dice que las instituciones de intermediación financiera y las 
instituciones emisoras de dinero electrónico que ofrezcan los servicios descriptos en el 
Título lll de la presente ley tendrán la obligación de brindar dichos servicios a todos los 
trabajadores. Nosotros, agregamos lo siguiente: "Los beneficios y cualquier otro tipo de 
promoción que las instituciones otorguen como parte de la oferta de los servicios 
descriptos en el Título lll de la presente ley, deberán estar disponibles a todos los 
trabajadores, pasivos y beneficiarios que lo soliciten". 


Este mecanismo ya existe en otras partes del mundo y, al respecto, el señor 
Presidente del Banco de la República nos habló sobre la operativa llevada adelante en la 
Facultad de Ciencias Económicas, donde solo a los docentes se les ofrecía llevar las 
nóminas a determinado lugar. Esto podría hacer que solo a los profesionales o a 
determinados sectores se ofreciera una promoción para las nóminas; si fuera un 
trabajador de bajos ingresos, la promoción no correría. El artículo 23 consagraba que el 
Banco debía aceptar la nómina de todas maneras. Ahora decimos que debe aceptar la 
nómina y dar las promociones que ofrece a los de altos ingresos. 


Además, establecemos: "Asimismo, la reglamentación podrá establecer las 
condiciones que deberán cumplir dichos beneficios y promociones". Acá, había una idea 
-que debería quedar para el ámbito de la reglamentación- en el sentido de que las 
promociones que se oferten debían estar referidas a los servicios financieros; no quiero 
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que me den una laptop para llevar mi cuenta nómina a una institución financiera. Quiero 
que me den promociones que reflejen beneficios de los servicios que me están 
ofreciendo. 


La regulación de cómo deberían ser las campañas de promoción y los beneficios 
debería quedar sujeta a la reglamentación a efectos de tener una agilidad y plasticidad 
diferente a la que podría otorgar la ley. 


En cuanto al artículo 24, lo que no estaba consagrado en los literales d) y e) era en 
dónde se podían realizar esas extracciones. Claramente, establecemos que la gratuidad 
de esas extracciones refiere solo al territorio nacional. Al no estar regulado esto, podría 
interpretarse que yo podría tener esas cinco extracciones gratuitas fuera del país; eso no 
es así porque se generan otro tipo de costos. 


SEÑOR ASTI.- Quiero referirme a una modificación de último momento para el 
literal d) porque creo que puede llevar a confusión. Dice: "[...] así como determinar un 
valor máximo a las transferencias gratis, por encima del cual las instituciones podrán 
cobrar por las mismas". Considero que deberíamos cambiar la palabra "valor" por "monto" 
máximo. Por ejemplo, una transferencia de $1:000.000 no tiene que ver con salarios y, 
por lo tanto, se podría establecer un tope de transferencias gratuitas. La reglamentación 
determinará el monto a partir del cual dejan de ser gratuitas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si hay acuerdo, se procederá al cambio sugerido por el 
señor Diputado. 


SEÑOR ASTI.- Como integrante de la Comisión Especial con Fines Legislativos 
Vinculados al Lavado de Activos y Crimen Organizado debo recordar que, al final del 
artículo que estaba comentando el señor Diputado -el actual 25-, agregamos que el 
Banco Central deberá establecer requerimientos que aseguren el cumplimiento de la 
normativa contra el Lavado de Activos y Financiamiento del Terrorismo. Esa fue una 
objeción planteada en Sala y, como integrantes de la Comisión, tratamos de que quedara 
salvada. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- El artículo 29 establece que en ocasión de que se hagan 
promociones y publicidad, las instituciones de intermediación financiera y las instituciones 
emisoras de dinero electrónico deberán proporcionar información sobre el régimen 
establecido en la presente ley, así como el funcionamiento general del sistema financiero 
y los derechos de los usuarios de los servicios financieros. Es decir, cuando haya 
actividades de "marketing" y de promoción, planteamos que también haya una promoción 
de bienes públicos en términos de información a los usuarios, de sus derechos, sobre 
cuál es el régimen aplicable, etcétera. Esto es muy similar a lo que sucede en otras 
áreas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo que uno de los planteos más enfáticos de la 
delegación de los trabajadores, tanto de AEBU como del PIT- CNT, refería a la necesidad 
de que la ley tuviese contenidos de educación financiera. 


Estos dos incisos están en consonancia con ese planteo, porque consideramos que 
hay una ausencia importante en la materia en contraposición a, diría, un bombardeo de 
campañas de marketing para la utilización de algunas operaciones financieras. 


SEÑOR ASTI.- También tomamos como antecedente las recientes modificaciones 
vinculadas con el régimen de Afaps donde establecimos que, ante cada consulta y para 
cada nuevo afiliado, las Afaps deberían entregar información emitida por el Banco de 
Previsión Social. 
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En este caso, asimilando el concepto de educación en el nuevo sistema y conforme 
a lo que establece el inciso, será el Banco Central del Uruguay el que determinará qué 
información dar cada vez que se ofrezca un servicio financiero. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- A continuación, ingresamos en un Capítulo que tiene que ver 
con la prelación, intangibles y tasas de interés, centro de las fuertes críticas de parte del 
movimiento cooperativo. 


El artículo 30 prevé la creación del crédito de nómina 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bousses) 


——-_De esta manera, se plantean dos créditos por retención: el crédito de nómina y 
los créditos clásicos que las instituciones pueden retener. 


Entonces, las modificaciones del artículo 30 refieren a que aquellos trabajadores o 
pasivos que elijan un emisor de dinero electrónico, solo podrán tomar créditos de nómina 
en una cooperativa o en Anda, es decir, en la economía social. En el caso de que se elija 
una institución de intermediación financiera, podrán tomar el crédito de nómina en dicha 
institución o en las cooperativas o Anda. 


Por lo tanto, como el crédito de nómina va a entrar primero en la prelación y, por 
ende, tendrá menos riesgos, es importante regular la dispersión de la tasa y no el precio. 
Entonces, para el crédito de nómina -del cual no se puede tomar más del 20% de los 
haberes, y es el que ingresa primero en la prelación- establecemos un máximo de 
dispersión de la tasa media publicada por el Banco Central del Uruguay del orden del 
20%, que antes era del 10%. Esta modificación responde a algunas críticas al artículo 
original. Actualmente, la tasa media la define el Banco de la República y se sitúa en el 
orden del 30%. Por lo tanto, para que las instituciones no incurran en usura podrán 
ofrecer crédito de nómina a una tasa máxima del 36%, en el caso de que se mantenga la 
tasa actual. Es decir, como este crédito tiene menor costo, debe tener menor tasa. 


El otro crédito con retención es el que ingresa por el artículo 2* de la ley de usura en 
el orden de prelación y asume mayor riesgo. Para este caso estamos pensando en una 
dispersión máxima de tasa, que se calcula sobre el mismo promedio, del orden del 30%. 


Insisto en que estas modificaciones responden a fuertes críticas de los sectores que 
integran la economía social, que no tienen gran apalancamiento de capital, que tienen 
costos de fondeo, etcétera, que cuestionaban que estuviéramos regulando a la baja las 
tasas de interés y ellos, a su vez, tenían que competir con la nómina. Los liberamos y 
ahora les damos el ciento por ciento de las nóminas para otorgar préstamos -por 
supuesto, no damos esa ventaja a los bancos, que solo podrán prestar al que tenga su 
nómina en la institución, mientras que las cooperativas y Anda podrán dar créditos a 
cualquiera de nómina- y regulamos las tasas en función del riesgo. 


A su vez, establecemos a texto expreso cuál es la tasa media que deben aplicar las 
cooperativas y Anda para calcular la máxima dispersión de la tasa de interés en los 
créditos sin retención, es decir, en caja. Había dudas de si la tasa media que se aplicaba 
a estas instituciones eran con retención o de mercado. Ahora dejamos establecido a texto 
expreso que las tasas medias son las que figuran en el literal b) que son las del precio de 
mercado. Es decir, si se otorga un crédito que no tiene como garantía el salario y, por 
tanto, no hay retención, se asumen mucho más riesgos y, por tanto, se puede cobrar la 
dispersión de las tasas de interés mayor. No obstante, estamos regulando a la baja, 
porque según la ley de usura la dispersión de la tasa era del 60% y lo bajamos a 55%. 
Asimismo, establecemos a texto expreso que las cooperativas de crédito y Anda, cuando 
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realicen este tipo de operaciones financieras la tasa media sobre la que se calculará el 
50% es la tasa media del mercado y no la tasa media de los créditos con retención. 


En la ley de usura, cuando hablaba de instituciones, se generaba una dificultad 
interpretativa de si la tasa media para las instituciones que tienen habilitación legal para 
retener siempre sería la de los créditos con retención, generando una desventaja para el 
cálculo de la tasa media de las administradoras de crédito, que es un actor del mercado. 


En el caso de la prelación nos pareció importante colocar en el mismo literal g) "los 
actos cooperativos realizados por sus socios y las cooperativas de consumo con 
autorización legal a retener haberes". Lo que estamos planteando es que las actividades 
de consumo tengan el mismo nivel de prelación, con antigúedad en la operación. Es decir 
que ante el caso de un crédito de nómina o el consumo de una cooperativa, va a ingresar 
primero dentro del intangible será la operación más antigua, y no primará la antigúedad 
en la institución. 


(Interrupción del señor Representante Posada) 


——LLo que estamos planteando es que los actos cooperativos de las cooperativas 
de consumo estén en el mismo nivel de prelación que los créditos de nómina, que podrán 
cobrar las cooperativas o los bancos. Tratamos de privilegiar esa situación. 


En cuanto a las tasas de interés, recientemente explicaba el artículo 33, donde las 
regulamos y determinamos que las instituciones podrán ofrecer créditos sin hacer uso del 
derecho de fuente legal, en cuyo caso serán de aplicación los topes máximos de interés 
previsto en el artículo 11 de la Ley N* 18.212, computados sobre la tasa media de interés 
de los créditos al consumo a que hace referencia el literal b) del inciso tercero del artículo 
12 de la mencionada ley, que es el que habla de los créditos sin retención. El literal a) es 
el que refiere a las tasas medias de los créditos con retención. 


Hay algo que impacta directamente en esta situación que es el intangible: en la 
medida en que uno está regulando qué porcentaje del salario de un trabajador se puede 
poner en garantía, también regula la posibilidad que tiene este de tomar créditos, 
poniendo como garantía su salario. Esta regulación pretende defender el salario del 
trabajador, en el sentido de que no pueda hipotecarlo todo -hoy el intangible está fijado en 
el 30%- ; ahora bien, como principio de la realidad, entendemos que no estamos 
modificando las necesidades de crédito de las personas. Lo que estamos modificando es 
la posibilidad del trabajador de respaldo con su salario. 


Aquí hubo una crítica fuertemente centrada porque, evidentemente, un intangible 
más chico y las modificaciones en las prelaciones, determinan que sea más difícil o más 
costosa la operación. En este sentido, nos estamos planteando suavizar el incremento del 
intangible, manteniendo el objetivo de llegar al 50%, pero con una gradualidad diferente y 
extendida en el plazo. Por lo tanto, la propuesta es elevar el intangible al 35% a partir del 
1* de enero de 2015, llegando al 50% al 1? de enero de 2018. El objetivo es que el 50% 
del salario quede protegido y no pueda ser comprometido en créditos ni en consumo, con 
retenciones, propendiendo a que haya una adaptación de los usuarios y de las 
instituciones a la nueva realidad del intangible, a fin de no modificar de manera tan 
drástica, contundente y fuerte la realidad presente, que podría comprometer hasta los 
créditos ya otorgados. 


Asimismo, estamos agregando un elemento importante, para salvar un aspecto que 
era motivo de preocupación: en el caso de que los trabajadores sean inquilinos, es decir, 
que estén respaldando una garantía de alquiler con su salario, puede pasar que el 
incremento del intangible -al llegar al 50%, teniendo en cuenta el monto de los salarios 
actuales- haga que una persona se coma todo su intangible al garantizar un alquiler por la 
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Contaduría General de la Nación, por ANDA o por cualquier otra institución privada. 
Entonces, establecemos que, para el caso de que la persona sea inquilina -y esté 
garantizando el alquiler con su salario-, se mantiene el porcentaje del intangible como rige 
en la actualidad. Es decir que queda en un 30% y no aumenta a un 50%, precisamente, a 
los efectos de mantener un intangible más bajo para el elemento alquiler -que es una 
necesidad básica y primaria, que solo puede ser respaldada por el salario del trabajador- 
permitiéndole garantizar créditos con su salario 


También estamos incorporando para este cálculo los actos cooperativos a los que 
refiere el literal g). Me refiero a los actos de los cooperativistas en sus cooperativas de 
consumo porque, en definitiva, estamos diferenciando el consumo del crédito. Aquí había 
una propuesta por parte de las instituciones de cooperativas de consumo y de sus 
trabajadores en el sentido de que por lo menos la parte que refiere a la canasta básica no 
se tome para el intangible porque, en definitiva, lo que están haciendo es consumir dentro 
de su cooperativa lo mismo que podrían comprar en un almacén o en un supermercado 
con el resto del 50% de su salario. Entonces, estamos consagrando esta situación para 
los actos que se realicen en las cooperativas. 


Con esto estaríamos cerrando un paquete importante que tenía que ver con las 
preocupaciones centrales en las modificaciones de intangible, tasas de interés y prelación 
a las que hacía referencia una fuerte crítica de parte de las cooperativas y de ANDA, en 
el sentido de que veían amenazada su supervivencia ante las modificaciones que 
estaban consagradas. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Gandini) 


Hay un elemento importante, que también fue planteado aquí, que tiene que ver con 
el artículo 39, que habla de los arrendamientos y cesión de inmuebles, que fue planteado 
principalmente por ADAPI. Al cambiar la forma de pago -que es lo que estamos haciendo 
al tratar de que todo esté registrado y que sea por transacciones electrónicas-, de 
ninguna manera pretendíamos incursionar en modificaciones de otro tipo de negocio, en 
este caso, el que tiene que ver con la administración de propiedades en alquiler. Yo 
puedo tener equis cantidad de propiedades y cederla a un administrador para que me 
gestione los alquileres. Lo que estaba consagrado era que el pago de los alquileres, tanto 
del que arrienda como del inquilino, fuera a la cuenta directa del arrendador a los efectos 
de generar criterios de transparencia para conocer cuáles son los ingresos de los 
arrendadores. Eso podía ocasionar el problema de que esa transacción entre las dos 
personas que se identificaban como inquilino y arrendatario, dejara fuera un actor que es 
el administrador de propiedades. En ese sentido, establecemos que se podrán pagar los 
alquileres en la cuenta de estos administradores quienes, posteriormente, serán los 
responsables de depositar en la cuenta del dueño de la propiedad cuando termine el 
proceso, para que quede claramente establecido cuáles son los ingresos y para que 
quede registrada esa actividad, pero evitando que un cambio en los medios de pago, 
modifique una ecuación de negocios, una actividad económica que existe en el país, que 
está bien y que hay que preservar. Entonces, en aras de solucionar ese problema, 
estamos generando esta modificación. 


SEÑOR ASTI.- En cuanto al Título VII, "Programa de Ahorro Joven Para Vivienda", 
el único cambio importante que se concreta tiene que ver con la posibilidad de que esa 
Cuenta Vivienda pueda conformarse en cajas de ahorro o cuentas de ahorro 
preexistentes para esa finalidad, de manera de no obligar a abrir otra cuenta. 
Precisamente, desde el artículo 47 al 52, además de la Cuenta Vivienda que se abra a 
partir de la vigencia del plan, se establece la posibilidad de que se consideren los aportes 
que se hagan a la cuenta preexistente a partir de que se integre al plan. 
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En este sentido, por el artículo 51, el beneficio económico rige desde la fecha de 
apertura de la cuenta -en caso de ser Cuenta Vivienda- o desde su adhesión al programa, 
en caso de cuentas de ahorro preexistentes. O sea que incorporamos esa posibilidad, 
precisamente, para ampliar el beneficio para quienes hoy ya tienen una conducta de 
ahorro con ese destino, que luego se beneficiará con el aporte del Estado. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Avanzando en el articulado, hay otro foco de preocupación 
importante que tiene que ver con el artículo 75, "Prohibición de condicionamiento en la 
oferta de productos y servicios financieros y no financieros", es decir, la venta cruzada de 
productos, cuota social y cálculo de interés implícito a partir del costo de la cuota social. 


Aquí estamos consagrando la idea de que no se podrá condicionar la oferta de 
servicios financieros con la provisión de otro tipo de servicios, sino que esto será de libre 
elección de las personas que se acerquen a las instituciones. Las instituciones deberán 
informar públicamente en todas las ofertas y también al cliente previamente a la 
contratación, cuáles son los costos de los servicios financieros y de los servicios no 
financieros, así como qué implican los servicios no financieros, cuáles son sus beneficios, 
sus derechos y en qué tipo de costo incurrirían. En este caso, serían las personas las que 
decidirían libremente si aceptan los servicios no financieros y financieros o solo uno de 
ellos. 


Además, nos estamos planteando una hipótesis para el caso de los socios actuales. 
La ley consagra que no se pueden ofertar de manera cruzada los servicios y que los 
usuarios deben decidir libremente si quieren los servicios financieros y el resto de los 
servicios. Pero ¿qué es lo que pasa con los socios actuales de las cooperativas o de 
ANDA, a quienes les están ofreciendo servicios financieros y no financieros? Esto tiene 
que ver con los bienes que estamos preservando. En este caso, lo que hacemos es 
presumir, de manera legal, que quienes son socios de una cooperativa o de ANDA han 
aceptado que se le ofrezcan los servicios financieros junto con los servicios no 
financieros. En este caso, se establece que se deberá informar y contar con el 
consentimiento de las personas. Por tanto, el socio actual podrá presentarse en cualquier 
momento y manifestar que ya no quiere más los servicios no financieros. De esta manera, 
las instituciones procederán a eliminarlos de sus planillas y de los costos inherentes a los 
servicios no financieros. Reitero: presumimos que los que están hoy han aceptado los 
dos tipos de servicios y, en caso contrario, deberán libremente presentarse para 
manifestar su negativa a la compra del resto de los servicios. 


Creemos que esta es una forma de evitar condiciones complejas, ya que estamos 
hablando de un número importante de personas -alrededor de 600.000- que están 
vinculadas a estas instituciones. Esto figura en el artículo 76, que es una disposición 
transitoria. 


El artículo 77 refiere al cálculo de la tasa de interés implícita. Este es otro de los 
bienes que queríamos transparentar. Cuando uno toma un crédito y recibe información 
sobre la tasa de interés, debe tener claro cuánto de la cuota social se puede incorporar al 
cálculo del interés implícito, a efectos de conocer si se está dentro de las márgenes de la 
usura o no. En tal sentido, hay una discusión bastante fuerte, porque las personas han 
aceptado libremente -esto tiene que ver con las características de las instituciones de la 
economía social- ser parte de una cooperativa o asociación, lo que tiene un costo de 
mantenimiento asociado a los conceptos de ayuda mutua: todos pagamos para que 
algunos hagan uso de los servicios. En definitiva, esto es una práctica solidaria y la 
constitución de la economía social en ese sentido. Nos parece que eso había que 
consagrarlo a texto expreso, porque no estaba del todo claro en la regulación anterior, 
que hacía referencia al 10% de los topes de tasa de interés. Nos parece mucho más sano 
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transparentarlo y hablar de 50 unidades indexadas. Estamos diciendo, entonces, que la 
cuota social por pertenecer a una cooperativa o a una asociación -en este caso ANDA u 
otra de la economía social-, hasta las 50 unidades indexadas no será computada para el 
cálculo del interés implícito. Luego de las 50 unidades indexadas se podrá calcular como 
parte de los interese implícitos a efectos de analizar esto. 


Acá hay un elemento importante a considerar y es que el promedio de las cuotas de 
las cooperativas ronda los $ 150. Las 50 unidades indexadas están en el entorno de ese 
promedio. Por tanto, nos parece que está bien. Ese es el costo por pertenecer a una 
institución además de lo asociado a la ayuda mutua. 


La modificación propuesta es la siguiente: "Adicionalmente, en los casos en los 
cuales el asociado haya optado por contratar, además, productos y servicios no 
financieros, podrá excluir del cómputo de la tasa de interés implícita la cuota 
correspondiente a las prestaciones de los mismos. A tales efectos, la asociación civil o la 
cooperativa deberá acreditar ante la Auditoría Interna de la Nación que las prestaciones a 
las que se accede mediante el pago de dicha cuota mantiene una razonable equivalencia 
con el monto de la misma". Lo que estamos haciendo es establecer el límite de las 50 
unidades indexadas; los que se pasen de ese monto la Auditoría Interna de la Nación 
deberá demostrar la equivalencia en los servicios prestados para que no se le calcule en 
el interés implícito. 


Tratamos de preservar al individuo, de manera que cuando a alguien le dicen que le 
van a cobran un interés del 25%, sea solo eso y no el 25% más la cuota, etcétera. Es 
decir, que se trata de evitar la publicidad engañosa, y de preservar la constitución de 
organizaciones solidarias y de ayuda mutua -que creo que las políticas públicas lo han 
hecho de una manera bastante eficiente-, que implican que todos aporten para que 
algunos hagan uso de los servicios. Lo que importa es que esas instituciones se 
desarrollen. Esos dos bienes públicos hay que administrarlos de una manera equivalente, 
y nos parece que la mejor manera es esta que estamos consagrando hoy, y que era parte 
del reclamo de estas instituciones. 


En el artículo 78 estamos regulando a la baja las tasas de interés para la familia de 
crédito con retención. Nos pareció pertinente regular a la baja la dispersión de las tasas 
de interés de los créditos sin retención. Según la ley de usura, antes estaba en un 60% y 
ahora la estamos bajando a un 55%. El sentido que tiene esto es guardar una 
equivalencia de porcentajes asociados a los riesgos. Por eso nos parece que entre los 
porcentajes 20% y 30%, 55% se constituía en una equivalencia en términos de riesgo y 
de costo asociado a los préstamos. Esta es la única modificación que estamos 
presentando. Luego se mantiene el porcentaje del 80% en el caso de mora. 


El otro elemento importante que hace al funcionamiento del sistema es la 
interoperatividad de las redes de cajeros automáticos y otros dispositivos que habilitan la 
extracción de efectivo. En este sentido, estamos extendiendo la facultad prevista en el 
artículo 14 de la Ley N* 18.910. Esta ley refiere a la interoperatividad de las redes de POS 
para las tarjetas de crédito y de débito. Estamos extendiendo esa facultad para la red de 
cajeros automáticos. En definitiva, lo que estamos consagrando es que a partir de la 
reglamentación las instituciones deberán ofertar la posibilidad para que haya puntos de 
acceso, sin costo para los usuarios, que constituyan acuerdos entre las instituciones. 


Una de las preocupaciones trasladadas por el Banco Central está vinculada con las 
instituciones que han realizado inversiones, asociadas a un costo de mantenimiento de su 
red de cajeros. En este caso, el Banco República tendrá que rentabilizar su red de 
cajeros a partir del cobro por la utilización de su cajero a las otras instituciones de 
intermediación financiera. En realidad, lo que estamos logrando es que se acepte la 
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interoperativiad para que la gente pueda beneficiarse de ella y que, en definitiva, quien 
haya hecho esa inversión no excluya a nadie de esa carretera. Simplemente se 
establecerá un peaje con un nivel de dispersión similar, para que tampoco se excluya a 
determinados actores de poder circular por la carretera por un tema de precio. 


En resumen, se podrá cobrar porque alguien hizo la inversión en cajeros, en redes 
de POS y constituyó esa carretera, por lo cual la podrá rentabilizar. Además habrá una 
regulación en la dispersión del cobro para que por esa vía no se deje afuera algunos 
actores y a otros sí. Es lo mismo que hicimos con las tarjetas de crédito y de débito en el 
caso de los aranceles que se cobran. A algunos comercios pequeños le cobraban 
aranceles muy altos, y a grandes superficies muy bajos. De este modo, por la vía del 
precio se excluía circular por ellos. Nos parece que es fundamental para el desarrollo del 
proyecto que la interoperatividad funcione con estos criterios, es decir, que se puedan 
rentabilizar las inversiones sin excluir. 


SEÑOR ASTI.- También hay que recordar que en el literal e) del actual artículo 25, a 
través del cual regula las características de los instrumentos para el pago de 
remuneraciones, se incluyó que las empresas que se dediquen a la emisión de dinero 
electrónico deberán "garantizar el acceso a múltiples puntos de extracción en todo el 
territorio nacional; la reglamentación establecerá las condiciones mínimos que las 
instituciones deberán ofrecer al respecto". O sea que la interoperabilidad y la rentabilidad 
que debe hacerse de las redes existentes tiene el contrapeso de que las nuevas tendrán 
que asegurar que tienen puntos de acceso en todo el territorio nacional, y que no se 
descansen en las que ya existen. Es decir que deben buscar su posicionamiento. 


También se dijo que la inclusión de nuevos cajeros va a estar dentro de las 
posibilidades de la promoción de la ley de inversiones, tal como hoy lo está haciendo el 
sistema de POS, de acuerdo con un decreto y no por ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero recordar que ANDA planteó el problema que estaba 
teniendo con los POS y con transcurrir por la carretera de los POS. Nosotros cambiamos 
el artículo 80 y hacemos referencia a la ley que votamos en el 2011 respecto a los POS, 
para asegurar su compatibilidad y la interconexión operativa. Establecimos que se 
extendiera la facultad prevista en el artículo 14 de la Ley N* 18.910, de 25 de mayo de 
2012, y el resto del artículo quedó como estaba. Lo extendemos a la red de cajeros 
automáticos. Digo esto para que quede claro que estamos hablando de las dos cosas. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Pasaríamos a considerar el último artículo que refiere a la 
información negativa, y ahora establecemos que quienes proporcionen información 
negativa sobre los usuarios lo hagan también positivamente. Con esto nos planteamos 
varias cosas. 


En primer lugar, el derecho de las personas está amparado por la ley de habeas 
data, y por tanto esta información cae al amparo de ella. La utilización de esta base de 
datos está en el mismo sentido, es decir que implica la protección de la privacidad de las 
personas, el uso que debe hacerse de las bases de datos y la no comercialización de 
ellas sin el consentimiento de las partes. 


En segundo término, no estamos obligando a que tengan que informar sí o sí porque 
en el caso de los privados hay una sola empresa, pero las instituciones que ya tengan 
convenio con ella e informen negativamente, también deben informar positivamente. La 
información que deberán otorgar es del comportamiento crediticio de las personas y no 
otro tipo de información sobre los usuarios del sistema financiero 


También estamos previendo la posibilidad de que un tercero pueda hacer uso de 
esa información. Es decir que esa información positiva no puede ser utilizada por un 
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agente para consultar la cartera de clientes de otro competidor, a efectos de ofrecer a sus 
buenos pagadores productos financieros de mejor calidad. En definitiva, solo se puede 
acceder a la información sobre mi comportamiento crediticio en el caso de que yo vaya al 
mostrador de una institución financiera a pedir un crédito. Ahí debo dar mi autorización 
para que vean cuál ha sido mi comportamiento crediticio, a efectos de que puedan hacer 
un estudio correcto y objetivo sobre mi capacidad y comportamiento de pago para 
calcular el riesgo a la hora de otorgar un crédito. Esa institución no puede hacer 
actividades de pesquisa hacia la cartera de clientes de otros, a fin de ofrecer mejores 
servicios a los buenos pagadores. Estamos diciendo que es un derecho del buen 
pagador. Cuando la persona se presenta a una institución financiera a solicitar un crédito, 
su historial de buen pagador le permitirá tener beneficios en el sentido del cálculo de 
riesgo que se le hace y, por lo tanto, va a influir en el costo del capital que se le va a 
prestar. Esas son las modificaciones que estamos introduciendo en este artículo. 


Por último, decimos que quedan exoneradas de la obligación de informar las 
entidades que envíen información a la central de riesgo del Banco Central del Uruguay. 


En cuanto a los temas centrales, a nuestro juicio, hemos avanzado sustantivamente 
dando condiciones diferentes para quienes son diferentes, en este caso a los actores de 
la economía social. A ellos les estamos permitiendo tener un universo de nóminas mucho 
más grande, ir con tasas de interés que no le tiren tanto a la baja los costos operativos 
actuales y tener una cartera de clientes de manera exclusiva, que son los que cobran por 
las redes de cobranza. También generamos condiciones para que en este nuevo 
escenario la economía social tenga condiciones no para mantenerse como hasta ahora 
-porque el proyecto de ley parte de un diagnóstico crítico sobre la situación actual a la 
hora de costos de tasa, penetración de beneficios y funcionamiento del sistema-, sino 
para generar oportunidades de salto que permitan seguir preservándose como 
instituciones de economía solidaria, pero con una forma de funcionamiento que también 
vaya en el sentido y en el beneficio del resto de los usuarios y de los trabajadores. De 
esta forma, podrán acceder de mejor manera y calidad a los servicios financieros, no solo 
para el consumo, sino también para financiar su trabajo, su estudio y su vivienda. 


Entendemos que estas modificaciones logran poner la balanza en equilibrio, 
tratando diferente a los desiguales. Esto nos parece importante para seguir preservando 
una línea muy fuerte de trabajo que ha tenido nuestro Gobierno y otros en la promoción 
de la economía social 


SEÑOR ASTI.- Creo que el colega y compañero, Diputado Sánchez, ha omitido los 
artículos referidos a modificaciones tributarias, que son los artículos 58, 59 y 60. 


Con el objetivo de continuar formalizando la economía y permitir una competencia 
más leal, hemos introducido algunos cambios en el artículo 58. Recordemos que ya 
establecíamos la obligatoriedad del pago de los honorarios profesionales a través de este 
mismo sistema, dentro de las deducciones no admitidas, previstas en el Texto Ordenado. 
Ahora se incluyen los honorarios por servicios prestados por profesionales, cuyos pagos 
no se realicen a través de este mecanismo. 


Por otra parte, y recogiendo lo que decía la gente de Microfinanzas, hemos 
incorporado exoneración de intereses de préstamos productivos otorgados por empresas 
administradoras de crédito, que incluyen a las cooperativas de ahorro y crédito y a las 
instituciones financieras, siempre que estén reguladas por el Banco Central. Esto se 
separa de lo que son los créditos al consumo. 


En el artículo 60, dentro de los beneficiarios de exoneración de intereses a 
empresas de reducida dimensión económica agregamos a los contribuyentes del Imeba, 
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pues solamente estaban previstos los monotributistas. Incluimos a los contribuyentes del 
Imeba siempre y cuando estos informen debidamente a la Dirección General Impositiva, a 
efectos de seguir bregando por una mayor inclusión en la formalidad de todas estas 
empresas. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Admito que esta fue una omisión grave de mi parte. 


Por último quiero decir que, en nombre de la bancada, nos faltó reconocer el 
invalorable aporte de la compañera asesora del Ministerio de Economía y Finanzas, 
Florencia López, sin la cual hubiera sido bastante difícil para nosotros poder informar 
sobre los cambios y las modificaciones que hemos hecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A los efectos de que quede constancia en la versión 
taquigráfica, quiero informar que el comparativo que se acaba de explicar será enviado 
por Secretaría a las distintas instituciones que concurrieron a la Comisión en el marco de 
la discusión, tal como fue solicitado por el señor Diputado Gandini. 


Por otra parte, la Comisión, de acuerdo con lo planteado, se reunirá el jueves 26, a 
la hora 12, a fin de votar el proyecto en general y pautar el cronograma de trabajo para el 
mes de febrero. 


SEÑOR GANDINI.- Compartimos la propuesta; estamos de acuerdo con que la 
Comisión se reúna el jueves 26 a la hora 12 a los solos efectos de votar en general el 
proyecto, y que el 5 de febrero se comience con la discusión particular. 


Por otra parte, quienes no tuvimos la oportunidad de mantener un diálogo con 
algunas instituciones -tal como lo hizo la bancada de Gobierno-, creemos oportuno que 
vuelvan a concurrir a la Comisión a efectos de escuchar sus opiniones. De pronto, esto 
también pueda concretarse en la jornada que se llevará a cabo el 5 de febrero. 


En ese sentido, creo que podría convocarse a las instituciones más representativas, 
es decir, Cudecoop, ANDA y, quizás, el Banco de la República; el señor Diputado Posada 
me acota que también podría invitarse a Adapi. 


Pienso que de esa forma podríamos completar un panorama que luego nos permita 
introducir algún cambio o modificación que se pueda haber escapado, inclusive, a los 
proponentes. 


Por supuesto, luego de esa instancia, en la siguiente sesión podríamos abocarnos a 
la discusión del articulado, ya que creo que en el mes de febrero el proyecto va a estar 
completamente elaborado. 


SEÑOR POSADA.- El señor Diputado Gandini sugirió que se convocara a 
Cudecoop; obviamente, allí está representado todo el movimiento cooperativo, pero creo 
que en este caso, particularmente, pesa la situación de las cooperativas de consumo y de 
ahorro y crédito. Creo que se debería hacer especial hincapié en conocer esas opiniones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto los planteos realizados 


Obviamente, vamos a atender la inquietud del señor Diputado Posada, y cuando 
invitemos a Cudecoop le solicitaremos que la delegación que concurra a la Comisión 
tenga una fuerte presencia de la gremial del sector de ahorro y crédito y del sector 
consumo. 


Les deseo una feliz Navidad a todos. 
Se levanta la reunión. 


